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Conclusión

Diez años después que se sancionara en Argentina la Ley 
de Procedimientos Administrativos (Ley Nº 19.549 de 1972), 
en Venezuela se sancionó la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos la cual entró en vigencia el 1° de enero de 
1982 1, luego de un decantado proceso de elaboración basado 
en proyectos que se habían ido elaborando desde comienzos 
de los años sesenta del siglo pasado 2.

Dicha Ley Orgánica, sin la menor duda, puede decirse 
que entonces y aún en la actualidad, es la Ley más importante 

1	 Véase en Gaceta Oficial núm. 2.818 Extraordinario de 1 de julio de 1981. 
Véase sobre la Ley Orgánica los comentarios en Allan R. Brewer-Carías et 
al., Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 1982. 

2	 El primer proyecto sobre Ley de Procedimientos Administrativos que se 
redactó en Venezuela fue elaborado entre 1961 y 1962, por una Comisión 
designada en Comisión de Administración Pública de la Presidencia de 
la República, sobre la base de un proyecto que había elaborado el profe-
sor Tomás Polanco Alcántara; Comisión de la cual fui Secretario cuando 
cursaba mis últimos años de la carrera de derecho; y el segundo fue ela-
borado en 1965, a solicitud que me hizo la Consultoría Jurídica del Minis-
terio de Justicia, en cuya redacción incorporé a los profesores Sebastián 
Martín-Retortillo y Francisco Rubio Llorente, destacadísimos profesores 
españoles quienes en ese entonces residían en Caracas. El texto del pro-
yecto luego lo incorporé en las propuestas de reforma administrativa 
que como Presidente de la Comisión de Administración Pública presenté  
al gobierno de la época. Véase en Informe sobre la Reforma de la Administra-
ción Pública Nacional, Comisión de Administración Pública, Caracas, 1972, 
Vol. 2, pp. 391-406.
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que se ha dictado en materia de derecho administrativo y en 
particular en relación a la Administración Pública Venezolana 
contemporánea. No había sido nunca nuestra Administración 
destinataria de un cuerpo normativo que regulara con tanta 
amplitud y precisión, aspectos centrales de su relación con los 
particulares, siendo esa la primera vez que se reguló en forma 
general, la actividad sustantiva de la Administración Pública.

Se trató de una Ley que difirió de las anteriores relati-
vas a la Administración que se referían más a aspectos de la 
organización interna de la misma, en la cual se pasó a regular 
básicamente, las relaciones de la Administración con los par-
ticulares. Por eso, dentro de los aspectos medulares de la Ley 
está la regulación de las situaciones jurídicas en las cuales se 
encuentran los particulares frente a la Administración y en las 
cuales se encuentra la Administración frente a los particula-
res. Se trató por tanto de una Ley que reguló, básicamente, las 
relaciones jurídicas entre administrados y Administración, y 
con base en ello, prevé un conjunto de poderes, prerrogativas y 
obligaciones de la Administración, por una parte, y por la otra, 
una serie de derechos y obligaciones de los particulares en sus 
relaciones con aquélla.

I. El impacto inicial de la nueva Ley

La Orgánica como se ha dicho, produjo profundas trans-
formaciones jurídicas dentro de la Administración Pública, 
que se manifestaron en la sustitución del informalismo por el 
formalismo en la conducta de la Administración; y en la susti-
tución de una situación de ausencia de garantías del adminis-
trado, por un arsenal de derechos frente a la Administración.

1. Formalismo vs. Informalidad

Antes de la vigencia de la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos puede decirse que el signo característico de la 
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Administración Venezolana era la total informalidad. En con-
traste con los actos unilaterales del derecho privado, los cuales, 
precisamente por no ser el resultado de una confrontación de 
voluntades, el ordenamiento jurídico los reviste de la mayor 
formalidad (p.e., hipoteca, donación); en materia de acción uni-
lateral de la Administración (actos administrativos), antes de 
dictarse la ley Orgánica no se habían establecido formas gene-
rales, hasta el punto de que la jurisprudencia admitía, como 
principio, la informalidad y la discrecionalidad procedimen-
tal.

Frente a esta situación, la Ley Orgánica cambió el pano-
rama, y comenzó a exigir como principio de la actuación 
administrativa el formalismo, que se manifiesta, tanto en la 
prescripción de formalidades de la actuación de la Adminis-
tración (procedimientos, trámites) como de formas del acto 
administrativo. Además, la Ley Orgánica erigió el formalismo 
en un deber de los funcionarios públicos, quienes están obli-
gados a tramitar los asuntos (artículo 3°), a sustanciarlos (artí-
culo 54), o a tomar en sus manos el impulso del procedimiento 
(artículo 53), a probar los presupuestos de hecho de los actos 
administrativos (artículo 69), y a decidir los asuntos y recursos 
en lapsos predeterminados (artículos 2° 5°, 41, 60, 62, 67, 89). Por 
otra parte, es indudable que la Ley Orgánica, por primera vez 
en el ordenamiento jurídico, prescribió formas concretas de los 
actos administrativos unilaterales (artículo 18), positivizando 
los principios generales que antes regían.

Pero, en concreto, al establecer formalidades, trámites y 
lapsos, la Ley Orgánica estableció una serie de regulaciones 
particulares que modificaron radicalmente la práctica anterior.

En efecto, en primer lugar, puede decirse que la Ley Orgá-
nica eliminó el secreto administrativo que como norma existía 
en relación a los interesados, y que provocaba que éstos nor-
malmente desconocieran, no sólo que había procedimientos en 
su contra, sino el contenido de las actas y documentos con base 
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en los cuales la Administración podía decidir procedimientos 
en los cuales pudieran resultar lesionados sus derechos e inte-
reses. El fin del eterno silencio administrativo se produjo con el 
establecimiento de la obligación de la Administración de noti-
ficar a los interesados cuyos derechos o intereses puedan resul-
tar afectados por la acción administrativa (artículos 48, 68), lo 
que implica el derecho de éstos a ser oídos, a presentar pruebas 
y alegatos (artículos 48, 58) y previamente, a tener libre acceso 
al expediente (artículo 59) que debe ser uno y único (artículos 
31, 51). Con anterioridad a la Ley, al contrario, no se garanti-
zaba el derecho a ser oído y a conocer el expediente y, en cam-
bio, lo que imperaba era el secreto administrativo y la reserva 
de los archivos de la Administración.

Por otra parte, en segundo lugar, el formalismo llevó a la 
regulación específica de aspectos anteriormente no norma-
dos, como los relativos a la Administración consultiva. La Ley 
Orgánica, en efecto, estableció al menos tres principios funda-
mentales relativos a la Administración consultiva: en primer 
lugar, el principio del carácter no obligatorio de las consultas 
y dictámenes previos para la emisión de un acto administra-
tivo (artículo 56), salvo que expresamente la ley lo establezca; 
en segundo lugar, el principio del carácter no vinculante de 
las consultas, opiniones y dictámenes (artículo 57), salvo que 
expresamente la ley lo establezca; y en tercer lugar, el principio 
del carácter no suspensivo del procedimiento por la ausencia 
de tales dictámenes o consultas (artículo 56), salvo que expre-
samente la ley lo establezca. Quedaron así regulados los prin-
cipios básicos relativos a la Administración consultiva, que 
antes no tenían consagración positiva precisa.

Por último, en tercer lugar, y como signo del formalismo 
que impuso la Ley Orgánica a la Administración, están las 
normas relativas a la publicación y notificación de los actos 
administrativos, a los efectos del inicio de su eficacia. En otros 
aspectos, la Ley Orgánica erigió en principio fundamental, la 
exigencia de la notificación como condición para que el acto 
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administrativo de efectos particulares comience a surtir efec-
tos (artículo 73), la cual no puede ser suplida, como principio, 
por la publicación del acto administrativo en la Gaceta Oficial 
de la República o de la entidad territorial correspondiente. La 
Ley, a tal efecto, prescribió cuáles actos deben ser publicados 
en la Gaceta Oficial (artículo 72) y en cuanto a las formalidades 
para la notificación (artículo 75), reguló los casos de las notifi-
caciones impracticables, las cuales se suplen, no por publica-
ción en la Gaceta Oficial, sino en un diario de mayor circulación 
(artículo 76). Las regulaciones sobre las notificaciones y publi-
cación de los actos administrativos, en definitiva, transforma-
ron una situación de informalidad anterior, que como en todos 
los aspectos de la Ley, ha exigido y exige educación tanto a los 
funcionarios como a los administrados, para que conozcan el 
alcance y efecto de sus derechos y obligaciones mutuas.

2.	 Garantía vs. Ausencia de derechos

Pero el segundo aspecto de las transformaciones jurídicas 
que provocó la Ley Orgánica de Procedimientos Administra-
tivos, y que cambió radicalmente la situación anterior, que el 
de la consagración en la misma, de un conjunto de derechos y 
garantías de los administrados, que antes no existían. Por eso, 
hemos dicho que la Ley Orgánica estableció un balance entre 
los derechos de los administrados y los poderes de la Adminis-
tración que antes no existía, al regular un derecho fundamen-
tal que sólo estaba normado a nivel de principio general del 
derecho derivado de la Constitución. Nos referimos al derecho 
a la defensa frente a la Administración, el cual era constante-
mente vulnerado por ésta. 

La Ley Orgánica concretó con creces este derecho a la 
defensa, al prescribir una serie de derechos derivados: el dere-
cho a ser notificado de todo procedimiento que afecte los dere-
chos subjetivos o los intereses legítimos, personales y directos 
de un particular (artículo 48); el derecho a ser oído y a hacerse 
parte en cualquier momento en un procedimiento adminis-
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trativo (artículo 23); el derecho a tener acceso al expediente, 
a examinarlo y a copiarlo (artículo 59); el derecho a presentar 
pruebas y alegatos (artículos 48, 58); el derecho a que el acto 
administrativo indique formalmente sus motivos (artículo 9); 
y el derecho a ser notificado personalmente de todo acto admi-
nistrativo que afecte los derechos e intereses legítimos, perso-
nales y directos de un particular (artículo 73) y a ser informado 
de los medios jurídicos de defensa contra el acto (artículos 73, 
77). Con anterioridad a la Ley Orgánica, estos derechos no 
tenían consagración expresa, y si bien la jurisprudencia había 
variado estableciendo algunos de ellos como principios gene-
rales del derecho, en global eran pisoteados más que respeta-
dos por la Administración.

En todo caso, desde el punto de vista jurídico, la Ley Orgá-
nica no sólo fue el detonante para provocar una revolución 
jurídica en la actuación y práctica administrativas, sino que 
también incidió notablemente en la elaboración teórica del 
derecho administrativo. Esta Ley Orgánica, en efecto, puede 
considerarse como la ley más importante del derecho adminis-
trativo venezolano, no sólo porque en ella adquirieron rango 
de derecho escrito muchos principios generales del derecho 
administrativo que la jurisprudencia venía estableciendo, sino 
porque la interpretación y aplicación sucesiva de sus normas 
ha provocado un enriquecimiento progresivo de esta rama del 
derecho, la cual carecía de un cuerpo normativo básico en el 
cual basar su dogmática 3. A partir de su vigencia disponemos 

3	 Véase sobre este impacto, Allan R. Brewer Carías, El Derecho Adminis-
trativo y la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 1985. Véase además, en general sobre la 
Ley Orgánica venezolana: Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios a la 
Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”, en Revista de Derecho 
Público, Nº 7, Caracas 1981, pp. 115-117; José Araujo Juárez, Derecho Admi-
nistrativo Formal, Vadell Hermanos Editores, 3era Edición, Caracas, 1998; 
José Araujo Juárez, Principios Generales del Derecho Procesal Administrativo, 
Vadell Hermanos Editores, Caracas, 1998; Luis Beltrán Guerra, El Acto 
Administrativo. La Teoría del Procedimiento Administrativo, Caracas 1977; 
Antonio De Pedro Fernández, El procedimiento administrativo en Venezuela, 
Editorial M&H C.A., Caracas, 1994; Luis H. Farías Mata, Procedimien-
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de una Ley, con la categoría de Orgánica, que ha sido el texto 
fundamental para la actuación y funcionamiento de nuestra 
Administración Pública.

3.	 Las transformaciones administrativas

Pero a la revolución jurídica que la Ley Orgánica provocó, 
la siguió también una revolución administrativa en aspectos 
no jurídicos de la Administración. La Ley Orgánica, en efecto, 

tos Administrativos, Materiales de Estudio. Escuela de Estudios Políticos 
y Administrativos Universidad Central de Venezuela (mimeografiado), 
1978; Agustín Gordillo, “Algunos aspectos del procedimiento adminis-
trativo en Venezuela”, en Revista de Derecho Público N° 9, pp. 29-39; Víctor 
R. Hernández-Mendible, Procedimiento Administrativo. Proceso Administra-
tivo y Justicia Constitucional, Vadell Hermanos Editores, Caracas-Valencia, 
1997, Eloy Lares Martínez “Los Procedimientos Administrativos” en Libro 
Homenaje a la Memoria de Joaquín Sánchez Covisa, Caracas 1975, pp. 481-492; 
Henrique Meier E., El Procedimiento Administrativo Ordinario, Editorial 
Jurídica Alva, S.R.L., Caracas, 1992; Antonio Moles Caubet, “Vicisitudes 
del Procedimiento Administrativo en Venezuela”, en Revista Internacio-
nal de Ciencias Administrativas, Bruselas, 1972, pp. 270-276; José Rodríguez 
Ramos, “Breves notas sobre la Ley Orgánica de Procedimientos Admi-
nistrativos”, en Revista del Colegio de Abogados del Estado Lara, diciembre 
1981, pp. 105-115; Hildegard Rondón de Sansó, “El Procedimiento Admi-
nistrativo en el Derecho Comparado”, en Libro Homenaje a la Memoria de 
Joaquín Sánchez Covisa, Caracas 1975, pp. 577-620; Hildegard Rondón de 
Sansó, “Análisis crítico de la Ley Orgánica de Procedimientos Adminis-
trativos”, en Revista del Consejo de la Judicatura, N° 22, Caracas 1981, pp. 
15-35; Hildegard Rondón de Sansó, Procedimiento Administrativo, Editorial 
Jurídica Venezolana, 2da. Edición, Caracas, 1983; Gabriel Ruan Santos, “La 
Administración y la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”, 
en Revista de Derecho Público, N° 18, 1984, pp. 57-83. Además, véanse las 
obras colectivas siguientes: El Procedimiento Administrativo, en el Tomo IV 
del Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración, Instituto de 
Derecho Público, Caracas, 1982; en particular, véanse los trabajos de Anto-
nio Moles Caubet, “Introducción al Procedimiento Administrativo” y de 
Luis Henrique Farías Mata, “El Proceso de elaboración de la Ley Orgánica 
de Procedimientos Administrativos”; Contencioso Administrativo, I Jorna-
das Internacionales de Derecho Administrativo, FUNEDA, Caracas, 1995, en 
particular, véase el trabajo de Sandra Morelli, “El procedimiento admi-
nistrativo y el proceso contencioso administrativo”; La relación jurídico 
administrativa y el procedimiento administrativo, IV Jornadas Internacionales de 
Derecho Administrativo, FUNEDA, Caracas, 1998. 
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al establecer una serie de exigencias en materia de racionaliza-
ción administrativa, sentó las bases para una revolución admi-
nistrativa sin precedentes en nuestra Administración Pública.

En efecto, si el signo jurídico de la Administración, antes 
de la Ley, era la informalidad, en la práctica de la actuación 
administrativa, era la irracionalidad y la discrecionalidad 
absoluta en el tratamiento del procedimiento y de las formas y 
trámites. Frente a esta situación, al contrario, la Ley prescribió 
la necesaria uniformización documental (artículo 32), la uni-
dad de los expedientes (artículo 31), el establecimiento de siste-
mas y procedimientos administrativos para mejorar la eficacia 
de la administración (artículo 32), el registro de documentos 
(artículo 44) y un sistema amplio de información descendente 
(artículo 33), de manera de abrir a la Administración a los par-
ticulares.

La “revolución de las taquillas”, en este sentido debía ser 
sin duda, el aporte más importante de la Ley Orgánica a la 
acción administrativa: el objetivo era que la información al 
público de lo que debe o no debe hacerse en los procedimien-
tos, con indicación de los requisitos, formularios y plazos, no 
sea un don exclusivo que sólo algunos oscuros funcionarios 
conocen y dominan desde detrás de sus taquillas impenetra-
bles, en combinación, a veces con gestores o intermediarios 
externos sino que fuera abierta, pública y a la disposición de 
todos. Este cambio, no ha sido, sin embargo fácil pues es una 
transformación que pretende incidir y lesionar órbitas y ámbi-
tos de poder, a veces más poderosos que el del más alto fun-
cionario: el del portero o del receptor de un documento, o el 
del gestor de poder rechazar y disponer, tiránicamente, de los 
derechos e intereses de los administrados.
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II. Contenido general de la Ley Orgánica de Proce-
dimientos Administrativos y ámbito de aplicación

1.	 Contenido general de la ley

Ahora bien, en términos generales, esta Ley reguló cuatro 
aspectos fundamentales en relación a la Administración y sus 
relaciones con los particulares. Por una parte reguló todo un 
sistema o conjunto de situaciones jurídicas, tanto de la Admi-
nistración como de los particulares. Aquí la Ley precisó, por 
una parte, una serie de potestades administrativas y estableció 
una serie de deberes y obligaciones de los funcionarios, y por 
la otra, reguló y consagró una serie de derechos de los particu-
lares frente a la Administración, así como también les impuso 
obligaciones precisas en sus relaciones con aquélla. Este fue el 
primer campo de regulación de la Ley: las situaciones jurídicas 
de los particulares y de la Administración Pública.

En segundo lugar, reguló el acto administrativo, es decir, 
el resultado concreto de la actuación de la Administración 
cuando ésta decide produciendo efectos jurídicos en determi-
nadas situaciones. Reguló con precisión el acto en sus requi-
sitos, para someter a condiciones de validez y de legalidad la 
actuación de la Administración. Regula, además, los efectos de 
los actos; su revisión, tanto de oficio como por vía de recurso, y 
también, la forma de manifestación de las decisiones adminis-
trativas, no sólo estableciendo la decisión expresa, sino inno-
vando, al consagrar la decisión administrativa tácita negativa 
derivada del silencio administrativo. Por tanto, de acuerdo 
con la Ley silencio dejó simplemente, de ser una forma de 
no decidir ni de resolver un asunto para que decayera por el 
transcurso del tiempo, sino que el silencio administrativo, de 
acuerdo a esta Ley, comenzó a ser una presunción de decisión, 
denegando lo solicitado, o los recursos intentados. Al conver-
tirse en una forma tácita de decidir, abrió vías de protección 
y de recurso para los particulares, a quienes no se les decidía 
los recursos intentados en los lapsos prescritos. Esto conllevó, 
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también, a ese cambio de mentalidad en la actuación del fun-
cionario, quien muchas veces, simplemente para no decidir un 
asunto, guardaba silencio, se abstenía y no pasaba nada. A par-
tir de la Ley el silencio comenzó a producir efectos y es que la 
decisión se considera que se ha tomado por el solo transcurso 
del tiempo en los lapsos determinados que prevé la Ley, consi-
derándose que se ha denegado lo solicitado; y esa denegación 
plantea la posibilidad para el particular, de recurrir contra la 
denegación, sea ante el superior jerárquico, sea ante la vía judi-
cial. Plantea, además, una responsabilidad del funcionario por 
la omisión y por la no actuación, y si sucede en forma reiterada, 
incurre en responsabilidad administrativa.

Además de regular las situaciones jurídicas y los actos 
administrativos, en tercer lugar la Ley reguló el procedimiento 
administrativo, es decir, todo el conjunto de trámites, requisi-
tos y formalidades, que deben cumplirse ante la Administra-
ción y en esas relaciones entre Administración y particulares, 
para producir decisiones administrativas, es decir, actos admi-
nistrativos.

Por último y en cuarto lugar, la Ley reguló las vías de 
revisión de los actos administrativos en vía administrativa; es 
decir, el sistema de recursos de reconsideración, de revisión y 
jerárquico, que permiten al particular, en sus relaciones con 
la Administración, reclamar formalmente, ante ella misma, no 
como un favor, sino por vías de derecho, contra los actos admi-
nistrativos, estando ésta obligada a decidir esos recursos tam-
bién en tiempo útil determinado, de manera que si no lo hace, 
el silencio provoca estos actos tácitos negativos.

En cuanto al ámbito de aplicación de la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos 4, se refiere tanto al ámbito 
organizativo de aplicación, es decir, la determinación de a cuá-

4	 Véase Allan R. Brewer-Carías, “Ámbito de la aplicación de la Ley Orgánica 
de Procedimientos Administrativos”, en Revista de Control Fiscal, N° 104, 
Caracas, 1982.
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les órganos se aplica; como al ámbito sustantivo de aplicación, 
es decir, a cuáles procedimientos se aplica, si es que se aplica a 
todos los que en esos órganos que caen bajo su regulación, se 
realizan.

2.	 Ámbito organizativo

El ámbito organizativo de aplicación de la Ley está definido 
claramente en el artículo 1°, al señalar que la Administración 
Pública Nacional y la Administración Pública Descentralizada, 
integradas en la forma prevista en sus respectivas Leyes Orgá-
nicas, deben ajustar su actividad a las prescripciones de la Ley. 
Distingue, por tanto, el artículo, dos conjuntos orgánicos. Por 
una parte, habla de la “Administración Pública Nacional,” y por 
la otra, habla de la “Administración Pública Descentralizada.” Una 
primera observación se puede hacer frente a esta contrapo-
sición aparente, y es que en la organización de la Adminis-
tración Pública5 dicha distinción no se plantea. En la Ley, en 
realidad, se incurrió en una imperfección pues no puede con-
traponerse Administración Pública Nacional frente a Admi-
nistración Pública Descentralizada, porque la Administración 
Pública Descentralizada también es parte de la Administra-
ción Pública Nacional. En la norma hubo una falla de técnica 
pues en realidad, debió distinguirse entre la “Administración 
Pública Central” y la “Administración Pública Descentralizada”, 
ambas formando parte de la Administración Pública Nacional, 
porque, en definitiva en la organización del Estado federal, se 
trató de una regulación básicamente destinada a regular a la 
Administración Pública Nacional.

Al establecer esta contraposición real del ámbito organi-
zativo de la Ley, debe entonces determinarse qué debe enten-

5	  Véase sobre la Administración Pública, en general, véase Allan R. 
Brewer-Carías, Fundamentos de la Administración Pública, Tomo I, Caracas, 
2da. Edición, 1984; Allan R. Brewer-Carías, Principios del Régimen Jurídico 
de la Organización Administrativa Venezolana, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 1994
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derse, a los efectos de la misma, por “Administración Central” 
y por “Administración Descentralizada”. La Ley señala que 
estas administraciones deben estar integradas en la forma 
prevista en sus respectivas Leyes Orgánicas, es decir, básica-
mente, la Ley Orgánica de la Administración Pública de 2008 6 
(LOAP) que es la que regula los órganos del Nivel Central de  
la Administración Pública nacional y la Administración 
Pública Nacional Descentralizada funcionalmente (Capítulo II, 
Título IV).

A.	 La Administración Pública Central (Nacional)

En cuanto a la organización del Nivel Central de la Admi-
nistración Pública Nacional 7, el artículo 44 de la LOAP distin-
gue tres tipos de órganos superiores de la misma: los órganos 
superiores de dirección, los órganos superiores de coordina-
ción y control de la planificación centralizada y los órganos 
superiores de consulta, los cuales ejercen el Poder Ejecutivo en 
los términos del artículo 225 de la Constitución.

La Ley Orgánica enumera como órganos superiores de 
dirección del Nivel Central de la Administración Pública a los 
siguientes: el Presidente de la República, el Vicepresidente 
Ejecutivo, el Consejo de Ministros, los Ministros, los Vicemi-
nistros y las autoridades regionales. En cuanto al órganos supe-
riores de coordinación y control de la planificación centralizada, se 
trata de la Comisión Central de Planificación. En cuanto a los 
órganos superiores de consulta del Nivel Central de la Adminis-
tración Pública Nacional, el artículo 44 de la LOAP enumera 
los siguientes: la Procuraduría General de la República, el Con-

6	 Ley Orgánica de la Administración Pública (Decreto N° 6.217), Gaceta 
Oficial N° 5.890 Extraordinario de 31-07-2008. Véase sobre esta ley, Allan 
R. Brewer-carías et al., Ley Orgánica de la Administración Pública, Editorial 
Jurídica Venezolana, caracas 2009.

7	 Sobre la Administración central, véase: Allan R. Brewer-Carías, “Princi-
pios Generales de la Organización de la Administración Central, con par-
ticular referencia a la Administración Ministerial”, en Revista de Derecho 
Público, N° 2, Caracas 1980, pp. 5-22.
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sejo de Estado, el Consejo de Defensa de la Nación, las juntas 
sectoriales (antiguos gabinetes sectoriales) y las juntas minis-
teriales (antiguos gabinetes ministeriales), los cuales también 
ejercen el Poder Ejecutivo (art. 225 C). De ello resulta que no 
toda la Administración Central está regulada en la LOAP; pues 
los órganos superiores de coordinación y control y los de con-
sulta se regulan en las leyes relativas a los mismos. 

B.	 La Administración descentralizada

Pero la Ley Orgánica también se aplica a la Administra-
ción Pública Descentralizada8, o que exige determinar, qué ha 
de entenderse por ello, para lo cual no podemos atenernos a 
esa sola expresión, la misma sin duda no sería correcta, pues 
no toda la Administración Pública Descentralizada está some-
tida a las prescripciones de la Ley. En realidad, entendemos 
que la intención del legislador de 1981 fue aplicar la ley a aque-
llas entidades descentralizadas con forma de derecho público 
de carácter estatal (terminología que sigue la Constitución de 
1999, art. 145), que pueden ser titulares de prerrogativas del 
Poder Público y que pueden dictar actos administrativos. 

En efecto, la organización de la Administración Pública 
Descentralizada, se conforma en torno a la forma jurídica 
empleada por el Estado para constituir los entes descentrali-
zados. La descentralización es una forma de transferencia de 
competencias del Estado a otros entes con personalidad jurí-
dica propia distinta del ente territorial que transfiere esas com-
petencias. Para tal fin, el Estado no sólo ha utilizado formas 
de derecho público sino también formas de derecho privado y, 

8	 Sobre la Administración descentralizada, véase: Allan R. Brewer-Carías, 
Fundamentos de la Administración Pública, Tomo I, 2da Edición, Caracas, 
1984, pp. 223-248; Jesús Caballero Ortíz, “La Administración Descentrali-
zada Funcionalmente” en Revista de Derecho Público, N° 8, Caracas 1981, pp. 
5-25; Jesús Caballero Ortíz, “La Administración Descentralizada. Coor-
dinación y control”, en Revista de Control Fiscal, N° 18, Caracas 1985; Juan 
Garrido Rovira, Temas sobre la Administración Descentralizada en Venezuela, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1984.
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por tanto, forman parte de la Administración Pública Descen-
tralizada no sólo las personas jurídicas de derecho público ins-
titucional en sus diversas formas y, entre ellos, básicamente, los 
institutos autónomos o institutos públicos como típica forma 
de derecho público de la Administración Descentralizada; sino 
que también forman parte de la misma aquellas entidades cons-
tituidas por el Estado con formas jurídicas de derecho privado9, 
como las empresas del Estado y las Fundaciones creadas y diri-
gidas por el Estado 10. 

Ello lo ratifica la LOAP de 2008, al precisar que la descen-
tralización administrativa funcional tiene por objeto la creación 
de personas jurídicas a las cuales se transfiere la titularidad de 
determinadas competencias y la responsabilidad de ejecutarlas 
(arts. 29 y 32 LOAP); la cual conforme a lo indicado en el artí-
culo 29 de la LOAP, puede realizarse mediante la creación de 
personas jurídicas con forma de derecho público o con forma de 
derecho privado.

Entonces, de la concepción general de la LOPA y de la inter-
pretación racional de su artículo 1º, resulta que la Ley no se 
aplica, ni podría aplicarse, a las entidades descentralizadas con 
forma de derecho privado; es decir, no podría aplicarse, por la 
naturaleza de su actuación, ni a las empresas del Estado, ni a las 
fundaciones del Estado, ni a las sociedades del Estado. La Ley 
Orgánica, en realidad, sólo se aplica a las entidades descentrali-
zadas con forma de derecho público, que además, en principio, 
tengan carácter estatal, es decir que formen parte de la estruc-
tura general del Estado. 

9	 Sobre las personas jurídicas véase Allan R. Brewer-Carías, “La distinción 
entre las personas jurídicas y las personas privadas y el sentido de la pro-
blemática actual de la clasificación de los sujetos de derecho” en Revista 
Argentina de Derecho Administrativo, Nº 17, Buenos Aires 1977, pp. 15-29.

10	 Sobre las empresas del Estado véase Allan R. Brewer-Carías, El régimen 
jurídico de las empresas públicas en Venezuela, Ediciones del Centro Latinoa-
mericano de Administración para el Desarrollo, Caracas 1980.
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Debe señalarse, además, que en relación con los entes des-
centralizados a los cuales se aplica la ley, no toda la actividad 
realizada por los mismos ni todos los procedimientos que en 
ellos se desarrollan se rigen por la misma. No hay que olvidar 
que mucho de esos entes, a pesar de su forma jurídico-pública y 
estatal, realizan algunas actividades que se enmarcan comple-
tamente en el ámbito del derecho privado, civil o mercantil, en 
las cuales no se ejercen potestades ni poderes públicos. En estos 
casos, estimamos que no podría aplicarse la Ley Orgánica, cuya 
normativa se refiere, básicamente, a los procedimientos que 
conducen a la emisión de actos administrativos, en los cuales 
siempre, el ente que los dicta, ejerce un poder legal de derecho 
público dando origen a relaciones jurídicas regidas por el dere-
cho administrativo. Por tanto, aquellas relaciones jurídicas que 
caen bajo las regulaciones del derecho privado, civil y mercan-
til, no se regirían por las normas de la Ley Orgánica.

C.	 La Administración Pública de los otros Poderes Públicos

Pero luego de definir el ámbito organizativo básico de la 
Ley, el artículo 1° de su párrafo segundo trae una precisión 
adicional que también tiene que ser aclarada. Dice esta norma 
que las Administraciones Estadales y Municipales, la Contra-
loría General de la República y la Fiscalía General de la Repú-
blica, también ajustarán sus actividades a la Ley, en cuanto les 
sea aplicable. Aquí, lamentablemente, la Ley mezcló institucio-
nes que no deben ser mezcladas: por una parte menciona ins-
tituciones político territoriales, como los Estados y Municipios, 
que tienen autonomía política en la forma federal del Estado, 
y a renglón seguido enumera instituciones nacionales como la 
Contraloría y la Fiscalía General de la República que son órga-
nos que a partir de la Constitución de 1999 dejaron de ser solo 
unas Administraciones públicas con autonomía funcional, y 
pasaron a configurarse como órganos del Poder Público Nacio-
nal con autonomía: la Contraloría General de la República, la 
Fiscalía General de la República y el Defensor del Pueblo como 
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órgano del Poder ciudadano; el Consejo Nacional Electoral, 
como órganos del Poder Electoral.

En cuanto a estos últimos órganos, a pesar de que sólo se 
menciona a la Fiscalía y a la Contraloría General de la Repú-
blica (que eran los que existían conforme a la Constitución 
de 1961), su precisión deriva del hecho de que no se trata de 
órganos que forman parte de la Administración Central ni de 
la Administración Descentralizada, sino de un tercer género 
dentro de la organización Administrativa Nacional, dotados 
de autonomía, y sin dependencia respecto de ninguno de los 
tres clásicos Poderes del Estado, siendo en general, entes que 
tienen funciones de control. Como se dijo, a partir de 1999 estos 
órganos son parte de la división del Poder Público, por lo que 
la Ley orgánica puede decirse que se aplica en cuanto a lo que 
pueda ser aplicable, a las Administraciones Públicas del Poder 
Ciudadano (Fiscalía General de la República, Controlaría 
General de la República, Defensor del Pueblo), del Poder Elec-
toral (Consejo Nacional Electoral) e incluso del Poder Judicial 
(la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, art. 267).

D.	 Las Administraciones Estadales y Municipales

La Ley Orgánica, en el artículo 1°, también señala que rige 
respecto de un tercer grupo de órganos: las Administraciones 
Estadales y Municipales 11 y que éstas deben ajustar sus acti-
vidades a la misma, en cuanto les sea aplicable. En este caso, se 

11	 Véase sobre las administraciones estadales y municipales, en general, 
véase Allan R. Brewer-Carías, “La Administración Pública Regional. Los 
Estados y los Municipios”, Jornadas para un mejor conocimiento de la Admi-
nistración Pública, Fundación Procuraduría General de la República, Cara-
cas 1987, pp. 59-70 y 78-88; Federalismo y Municipalismo en la Constitución de 
1999 (Alcance de una reforma insuficiente y regresiva), Caracas 2001; Alfredo 
Arismendi, “Organización Político-Administrativa de los Estados en 
Venezuela“, en Estudios sobre la Constitución. Libro Homenaje a Rafael Caldera, 
Caracas 1979, Tomo I, pp. 351-382; Alfredo Arismendi, “Régimen consti-
tucional y administrativo de los Estados y Municipios en Venezuela”, en 
Libro Homenaje al Profesor Antonio Moles Caubet, Caracas 1981, Tomo I, pp. 
293-312.
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trata de entidades político-territoriales, con autonomía política 
territorial derivada de la forma federal del Estado. Por tanto, al 
ser entes autónomos territorialmente, conforme al texto fun-
damental, la Ley Orgánica no debería aplicarse directamente 
a los Estados y Municipios, ya que es la propia Constitución la 
que establece cuáles leyes nacionales pueden aplicarse directa-
mente a esas entidades, conforme a las normas generales rela-
tivas al Poder Público que regirá para toda la Administración 
Pública (nacional, estadal y municipal) conforme a los artícu-
los 141 y siguientes. 

En esas normas de la Constitución, nada se estableció res-
pecto a que una ley nacional concerniente a los procedimientos 
administrativos puede ser aplicada a los Estados y Municipios. 
Por ello, en principio, los Estados tendrían que dictar sus pro-
pias leyes reguladoras del procedimiento Administrativo como 
lo han hecho algunos Estados y lo mismo tendrían que hacer 
los Municipios, mediante Ordenanzas. De resto, la aplicación 
de la Ley Orgánica a los mismos está basada en los principios 
generales del derecho administrativo que contiene, por ejem-
plo, respecto del derecho a ser oído, el derecho a la defensa, 
el derecho a aportar pruebas, el derecho de tener acceso al 
expediente administrativo, son principios que sin consagra-
ción positiva, la jurisprudencia había venido garantizando a 
los particulares.

3.	 Ámbito sustantivo

Además del ámbito organizativo de aplicación de la Ley, 
con las precisiones señaladas que surgen del artículo 1°, tam-
bién puede determinarse un ámbito sustantivo de aplicación, 
es decir, determinar si se aplica a todo lo que esos órganos rea-
lizan o si hay algunos procedimientos desarrollados ante esos 
órganos que escapan de sus regulaciones. En definitiva, debe 
estudiarse el tema de la aplicación preferente de procedimien-
tos previstos en leyes especiales; y lo concerniente a los proce-
dimientos relativos a la seguridad y defensa del Estado.
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A.	 Los procedimientos especiales y su aplicación preferente 
frente al procedimiento general

En esta materia la Ley Orgánica precisa en el artículo 47 
que “Los procedimientos administrativos contenidos en Leyes 
Especiales, se aplicarán con preferencia al procedimiento ordi-
nario previsto en este Capítulo, en las materias que constituyan la 
especialidad” 12.

Esta norma está ubicada en el Capítulo I del Título III de la 
Ley, que se refiere al Procedimiento Ordinario, por lo que la remi-
sión a leyes especiales no se aplicaría a lo regulado en los capí-
tulos siguientes: procedimiento sumario (II); procedimiento 
en casos de prescripción (III); publicación y notificación de los 
actos administrativos (IV); y ejecución de los actos administra-
tivos (V). Es decir, la ubicación de la norma permite concluir 
que el ámbito sustantivo de aplicación de la Ley Orgánica sólo 
permitiría acudir a las materias que constituyan especialidad 
en los procedimientos previstos en leyes especiales, cuando 
ello sea así respecto a las normas del procedimiento ordinario 
(Capítulo I del Título III) y no respecto a las otras normas del 
procedimiento administrativo reguladas en los Capítulos II al 
V del Título III, las cuales rigen en todo caso, aun frente a nor-
mas previstas en leyes especiales. Lo mismo debe advertirse 
respecto a la regulación que establece la Ley Orgánica, en el 
Título IV, sobre la revisión de los actos administrativos y espe-
cialmente, respecto de los recursos administrativos. 

La ubicación del artículo 47 permite afirmar que la remi-
sión que hace a las leyes especiales, sólo se aplicaría al proce-
dimiento ordinario constitutivo del acto administrativo, y no 
al procedimiento de impugnación. Por tanto, las normas sobre 

12	 Véase Hildegard Rondón de Sansó, “Problemas fundamentales que plan-
tea la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en las materias 
en la cuales rigen procedimiento especiales (con particular referencia a la 
Ley de Propiedad Industrial)”, en Revista de Derecho Público, N° 10, Caracas 
1982, pp. 119-128.
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recursos administrativos establecidas en la Ley Orgánica pri-
varían sobre cualesquiera otras previstas en leyes especiales. 

B.	 La exclusión de los procedimientos concernientes  
a la seguridad y defensa del Estado

Por otra parte, en cuanto al ámbito sustantivo de aplica-
ción de la Ley, ésta excluye expresamente de su ámbito de apli-
cación, algunos procedimientos, como son los indicados en el 
artículo 106, al señalar que quedan excluidos de la aplicación 
de la ley, los procedimientos “concernientes a la seguridad y 
defensa del Estado.” Esta expresión, sin embargo, requiere de 
una precisión, que excluya una interpretación amplia de la 
misma, pues de lo contrario se podría llegar a la conclusión de 
que materialmente, casi todo lo que el Estado realiza, quedaría 
excluido de la aplicación de la Ley.

En efecto, si se analizan los artículos 322 y siguientes de la 
Constitución de 1999 y las normas de Ley Orgánica de Seguri-
dad y Defensa de 1976, se puede llegar a la conclusión de que 
muy pocas actividades escapan del interés y el ámbito de la 
seguridad y defensa. No sólo es el campo militar, y los proble-
mas de la seguridad interior del Estado y de la policía, sino que 
dentro del concepto amplio de seguridad y defensa que informa 
la Ley Orgánica de Seguridad y Defensa, nos encontramos que 
ésta comprende, entre otros aspectos, “el fortalecimiento de la 
conciencia de todos los habitantes de la Nación, sobre la impor-
tancia de los problemas inherentes a la soberanía e integridad 
territorial de la República” (artículo 3°, ordinal 3° de la Ley), 
por lo que, por ejemplo, la producción de estadísticas, el censo 
y cualquier área de información sobre el número de planteles 
educativos o de maestros en el país podría ser, en un momento 
determinado, un problema de seguridad y defensa.

Por eso resulta necesario interpretar esta expresión “segu-
ridad y defensa del Estado”, en el sentido de que se refiere a 
aquellos aspectos que interesan a la defensa, en el sentido de 
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procedimientos vinculados al ámbito militar y al Ministerio 
de la Defensa, por una parte, y por la otra a la seguridad del 
Estado, en el sentido de procedimientos vinculados a la segu-
ridad interna y a la policía. En todo caso, aquí resulta otro 
campo de interpretación de la Ley, y es la aplicación sucesiva 
de la misma, la que debe ir señalando, cuál es realmente el 
sentido que debe tener la expresión “seguridad y defensa” para 
determinar el ámbito sustantivo de aplicación de aquélla.

III. La consolidación del principio de la legalidad  
administrativa

Ahora bien, precisado el ámbito organizativo y sustantivo 
de aplicación de la Ley, debe señalarse que su importancia en 
cuanto a las regulaciones de la Administración, surge, entre 
otros aspectos, de la consolidación y ampliación de la obliga-
ción de la Administración de someterse a la legalidad que se 
define expresamente en el artículo 1°. Allí se establece que la 
Administración Pública ajustará su actividad a las prescripcio-
nes de la Ley, utilizando una expresión imperativa: “ajustará”. 
De ello resultan diversas garantías de los particulares frente 
a la Administración, como una manifestación concreta del 
Estado de Derecho en nuestro país.

En efecto, la ley, indirectamente, define y precisa el prin-
cipio de la legalidad 13, al establecer, en el artículo 1°, como una 

13	 Sobre el principio de la legalidad, Allan R. Brewer-Carías, “El principio 
de la legalidad en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”, 
en Revista del Consejo de la Judicatura, N° 22, Caracas 1981, pp. 5-14; y “Los 
principios de legalidad y eficacia en las leyes de procedimiento adminis-
trativo en América Latina”, en La relación jurídico administrativa y el proce-
dimiento administrativo, V Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo. 
FUNEDA, Caracas 1998, pp. 21-90; Ana Elvira Araujo García “El Princi-
pio de legalidad y Estado de Derecho”, en Los requisitos y los vicios de los 
actos administrativos, V Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo, 
FUNEDA, Caracas 2000, pp. 39-59; Eloy Lares Martínez, “El principio 
de la legalidad aplicado a la Administración” en Boletín de la Academia de 
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obligación de todos los órganos que están sometidos a sus nor-
mas, el ajustar su actividad a las prescripciones de la Ley y, en 
sentido amplio, a la legalidad. Así se establece, además, en el 
artículo 141 de la Constitución, que establece como principio 
de la Administración Pública “el sometimiento pleno a la ley 
y al derecho”.

Además, no se olvide que cuando la Constitución precisa 
la competencia de los órganos de la jurisdicción contencioso 
administrativa (artículo 259) exige que la Administración se 
ajuste al derecho y, por tanto, no sólo a la Ley como fuente for-
mal escrita, sino a todas las otras fuentes escritas y no escritas 
del derecho, que han conformado tradicionalmente en Vene-
zuela el bloque de la legalidad, y dentro del cual, la mayor 
importancia la han tenido los principios generales del derecho 
administrativo, muchos de los cuales la Ley les da carácter de 
derecho positivo.

Pero aparte de esta obligación de la Administración de 
someterse al derecho, la Ley consolida el principio de la legali-
dad a través de una serie de regulaciones, las cuales debemos 
analizar separadamente.

1.	 El carácter sublegal de la actividad administrativa

En primer lugar, la Ley precisa el carácter sublegal de la 
actividad y acción administrativa; es decir, que la actividad 
administrativa, dentro de las actividades del Estado, es una 
actividad que se desarrolla vinculada y sometida a la ley, por 

Ciencias Políticas y Sociales, Nº 35, Caracas 1967, pp. 45-92; Enrique Meier E., 
“El principio de la legalidad administrativa y la Administración Pública, 
en Revista de Derecho Público Nº 5, Caracas 1981, pp. 45-56; Antonio Moles 
Caubet, El principio de la legalidad y sus implicaciones, Caracas 1974; Gabriel 
Ruán Santos, El Principio de Legalidad, la Discrecionalidad y las Medidas Admi-
nistrativas. FUNEDA, Caracas, 1998. 
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debajo de la ley, y que, por tanto, no puede invadir competen-
cias que están reservadas constitucionalmente al legislador 14.

Tradicionalmente se ha considerado que esa reserva legal 
se define en la Constitución, respecto, al menos, a tres aspectos 
fundamentales: la creación de contribuciones e impuestos; el 
establecimiento de delitos y sanciones; y la regulación o limi-
tación de las garantías constitucionales, se han considerado 
materias como de la reserva legal y que, por tanto, la Adminis-
tración no puede regular. Es decir, la Administración no puede 
crear impuestos ni establecer contribuciones (artículo 317 de 
la Constitución); ni puede crear sanciones ni faltas adminis-
trativas (artículo 49, ordinal 6 de la Constitución); ni limitar 
los derechos constitucionales. Estas son materias reservadas al 
Legislador.

El artículo 10 de la Ley, aún cuando podría decirse, que 
aparentemente, es redundante frente a la formulación de estos 
principios que tienen asidero constitucional, realmente, no lo 
es. En efecto, esta norma establece que ningún acto adminis-
trativo podría crear sanciones, ni modificar las que hubieran 
sido establecidas en las Leyes, crear impuestos u otras contri-
buciones de derecho público, salvo dentro de los límites deter-
minados por la Ley. 

Esta norma, por una parte corrobora el carácter sublegal 
de la actividad administrativa, pero por la otra, deja la posi-
bilidad de que la Administración podría regular sobre esas 
materias “dentro de los límites determinados por la Ley”, con 
lo cual se plasma expresamente la práctica legislativa de dejar 
en manos del Ejecutivo, el establecimiento, por vía reglamen-
taria, de algunas sanciones o la regulación concreta de algunas 
contribuciones.

14	 Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios fundamentales del derecho público, 
Editorial Jurídica venezolana, caracas 2005, pp. 32 ss.
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Pero aparte de esta posibilidad lo importante de la norma 
es la precisión de que los actos administrativos ni por supuesto, 
los Reglamentos pueden crear sanciones ni modificar las que 
hubieran sido establecidas en las Leyes, con lo que se puso 
límite a otra práctica viciada, de establecimiento de sanciones 
directamente por la Administración.

2.	 La jerarquía de los actos administrativos

Además de consolidar el carácter sublegal de la Adminis-
tración y del acto administrativo y, por tanto, de su sumisión a 
la Ley, dentro de la consolidación del principio de la legalidad, 
la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos establece 
otro principio de enorme importancia, y es el que se refiere a 
la consagración expresa de la jerarquía de los actos adminis-
trativos. En efecto, el artículo 13 de la Ley también tiene gran 
importancia para la consolidación de la legalidad, al establecer 
que ningún otro acto administrativo podrá violar lo estable-
cido en otro de superior jerarquía. Por tanto, conforme a esta 
norma, el acto administrativo no sólo debe estar sometido a 
la Ley y ser de carácter sublegal, sino que, además, tiene que 
estar sometido a los otros actos administrativos de jerarquía 
superior. Es decir, los actos de los funcionarios de jerarquía 
inferior no pueden vulnerar lo establecido en los actos de los 
superiores, con lo cual se establece expresamente el principio 
de la jerarquía en la organización administrativa.

La consecuencia de ello es que toda violación de este prin-
cipio de que el acto administrativo no puede violar lo esta-
blecido en otro de jerarquía superior, sería una violación del 
principio de la legalidad, actuación que sería controlable en vía 
jurisdiccional.

Pero además, la Ley, con base en este principio de la jerar-
quía de los actos, en el artículo 14 precisa cuál es esa jerarquía, 
estableciendo la siguiente: Decretos, Resoluciones, Ordenes, 
Providencias y otras Decisiones dictadas por órganos y autori-
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dades administrativas, con lo cual queda claro que un Decreto, 
por ser emanado del Presidente de la República, se aplica con 
prevalencia frente a Resoluciones Ministeriales y éstas se apli-
can con prevalencia frente a las otras órdenes, providencias y 
decisiones, dictadas por órganos inferiores; y en estos, la jerar-
quía de los actos se determina por la jerarquía de los órganos 
de los cuales emanan.

La definición legal de los Decretos, de las Resoluciones 
Ministeriales, de los otros actos administrativos la establece la 
Ley Orgánica en sus artículos 15, 16 y 17.

3.	 La inderogabilidad singular de los reglamentos

El artículo 13 de la Ley, además de establecer el principio 
de la jerarquía y del sometimiento de los actos de jerarquía 
inferior a los actos de jerarquía superior, le da fuerza de dere-
cho positivo a otro principio, que también consolida el princi-
pio de la legalidad, y es el que se conoce como principio de la 
inderogabilidad singular de los Reglamentos. Conforme este 
principio general, los actos administrativos de efectos genera-
les no pueden ser derogadas o vulnerados por actos adminis-
trativos de efectos particulares. Ahora bien, la Ley va más allá 
y establece que los actos administrativos de carácter particular 
no pueden vulnerar lo establecido en una disposición admi-
nistrativa de carácter general, “aun cuando fueren dictados por 
autoridad igual o superior a la que dictó la disposición gene-
ral”. 

Con esto se establece, también con fuerza de derecho posi-
tivo, un principio que hasta la promulgación de la Ley venía 
siendo manejado sólo a nivel de la doctrina, según el cual un 
acto de carácter general no puede ser vulnerado por un acto de 
carácter particular ni siquiera cuando éste es dictado por un 
órgano superior. Por tanto, si se dicta una Resolución Regla-
mentaria por un Ministro, este funcionario no sólo no puede 
vulnerarla con sus actos particulares, sino que el Presidente 
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de la República tampoco puede vulnerar dicha disposición 
general, con un acto de efectos particulares. En esta forma, si 
el Ministro quiere apartarse de un acto general para decidir un 
caso concreto, no puede hacerlo sin antes modificar el acto de 
efectos generales, mediante otro acto de efectos generales, es 
decir, tiene que reformar la Resolución y luego que la reforme, 
es que puede dictar el acto de efectos particulares que desee. 
Lo mismo sucedería respecto de los actos del órgano superior: 
si existe una Resolución Ministerial de efectos generales, no 
puede el Presidente de la República mediante un Decreto de 
efectos particulares, modificar el acto ministerial de efectos 
generales; tendría que dictar un Decreto de carácter general o 
reglamentario, para luego dictar su acto de efectos particula-
res, pero derogando, previamente, la Resolución o acto gene-
ral que deseaba modificar. Esta es otra consagración de este 
importante principio de la inderogabilidad singular de los 
Reglamentos, aplicable a todos los actos de efectos generales.

4.	 El valor del precedente y la irretroactividad de los 
actos administrativos

Por otra parte, también dentro de la consolidación del prin-
cipio de la legalidad, la Ley Orgánica reguló, en el artículo 11, 
una serie de principios que rigen la actividad administrativa, y 
que se refieren a la posibilidad que tiene la Administración de 
modificar sus criterios de interpretación en su actuación frente 
a los particulares. En ese artículo se determina cuál es el valor 
del precedente administrativo, y se consagra, en forma indi-
recta, otro principio que es el de la irretroactividad de los actos 
administrativos.

El artículo 11 señala, en efecto, como principio general, que 
los criterios establecidos por los distintos órganos de la Admi-
nistración Pública, pueden ser modificados; es decir, la Admi-
nistración no está sujeta a sus precedentes y, por tanto, ante 
nuevas situaciones se pueden adoptar nuevas interpretaciones. 
Pero esta posibilidad de la Administración de modificar sus 
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criterios tiene limitaciones: en primer lugar, la nueva interpre-
tación no puede aplicarse a situaciones anteriores, con lo cual, 
dictado un acto administrativo en un momento determinado 
conforme a una interpretación, si luego se cambia la interpre-
tación, no puede afectarse la situación y el acto anterior. Por 
tanto, el nuevo acto dictado conforme a la nueva interpretación 
no tiene efecto retroactivo.

Esto, podía considerarse como un principio derivado de la 
interpretación de la irretroactividad de las Leyes (art. 24 de la 
Constitución). Sin embargo, a partir de la Ley surgió un asi-
dero para el principio de la irretroactividad de los actos admi-
nistrativos. Ello, sin embargo, tiene una excepción: la nueva 
interpretación puede aplicarse, sin embargo, a las situaciones 
anteriores, cuando fuese más favorable a los administrados 
y aquí se sigue también, la orientación del artículo 24 de la 
Constitución, cuando prescribe la retroactividad de las leyes, 
en materia penal, cuando sea más favorable al reo.

En todo caso, esta posibilidad de modificar criterios admi-
nistrativos y la limitación, en cuanto a la aplicabilidad de los 
nuevos criterios a situaciones anteriores, tiene una previsión 
expresa en el propio artículo 11 de la Ley, al señalar que la modi-
ficación de los criterios por la Administración, no da derecho 
a la revisión de los actos definitivamente firmes dictados con-
forme a los criterios anteriores. En resumen: la Administración 
puede variar sus criterios, sin embargo, los nuevos criterios no 
pueden aplicarse a situaciones anteriores, lo que implica que no 
puede dárseles efectos retroactivos a los actos administrativos. 
Pero además, el nuevo criterio que se aplique no le da derecho 
a un particular a pedir que el acto que lo afectó en un tiempo 
atrás, sea modificado cuando ese acto ya es un acto definitiva-
mente firme; es decir, la Administración no puede verse com-
pelida, cuando varía de criterio, a modificar sus actos dictados 
conforme a criterios anteriores, por un pretendido derecho del 
particular, a que variado el criterio, se aplique ese nuevo criterio 
a las actuaciones precedentes. Esto, además de la irretroactivi-
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dad del acto administrativo, implica la consagración del princi-
pio de la irrevocabilidad de los actos administrativos, es decir, 
no son libremente revocables, en cuanto a que el particular, en 
este caso no tiene derecho a pedir que la Administración modi-
fique libremente sus actos.

5.	 La sujeción a la cosa juzgada administrativa

Es precisamente sobre este aspecto del valor de los actos 
definitivamente firmes, es decir, del valor de la cosa juzgada 
administrativa, se refiere otro aspecto que consolidó el prin-
cipio de la legalidad en la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos. Se trata, insistimos, de la obligación que tiene 
la Administración de someterse a sus propios actos, es decir, 
de la sujeción a la cosa juzgada administrativa y, por tanto, de 
la limitación a la revocabilidad de los actos administrativos.

La Ley Orgánica consagra expresamente normas de enorme 
importancia, sobre todo frente a vicios, prácticas administrati-
vas viciadas y arbitrarias, manifestadas en las más variadas for-
mas, en todos los niveles de la Administración. En efecto, no 
era infrecuente encontrar en la acción administrativa, activida-
des mediante las cuales, pura y simplemente, se revocan actos 
administrativos que están definitivamente firmes y que habían 
cumplido, inclusive, sus efectos.

Frente a esta realidad había sido el trabajo de la doctrina 
y de la jurisprudencia el que había salido al paso, planteando 
el principio de la irrevocabilidad de los actos administrativos 
cuando son creadores de derechos a favor de particulares y, 
por tanto, planteando una limitación al poder revocatorio de 
la Administración15. Con la Ley Orgánica, este principio tiene 
una consagración expresa, aun cuando en forma indirecta y dis-
persa.

15	 Véase Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la revocación de los 
actos administrativos,” en Revista de Derecho Público, Nº 4, Editorial Jurí-
dica Venezolana, Caracas, octubre‑diciembre 1980, pp. 27-30
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En primer lugar, se deduce por vía de interpretación a con-
trario del artículo 82. Ese artículo consagra la potestad revoca-
toria, pero dentro de límites precisos, al establecer que los actos 
administrativos que no originen derechos subjetivos o intere-
ses legítimos, personales y directos para un particular, podrán 
ser revocados en cualquier momento, en todo o en parte, por la 
misma autoridad que los dictó o por el superior jerárquico. Es 
decir, en esta norma se consagra el principio de la revocación 
de los actos administrativos que no creen derechos o declaren 
a favor de particulares, con lo cual, por interpretación a contra-
rio, surge el otro principio que había sido trabajado por la juris-
prudencia, el de la irrevocabilidad de los actos administrativos 
creadores o declarativos de derecho. 

Así, un acto administrativo que no crea derechos o intere-
ses legítimos, puede ser revocado en cualquier momento por la 
Administración. Al contrario, si el acto administrativo crea o 
declara derechos a favor de particulares, es irrevocable, y esto 
se confirma en la propia Ley Orgánica, al sancionarse con el 
vicio de nulidad absoluta aquel acto administrativo que revo-
que un acto anterior creador de derechos a favor de particulares. 
El artículo 19, ordinal 2° establece expresamente que son nulos, 
de nulidad absoluta, los actos administrativos que resuelvan un 
caso precedentemente decidido por otro acto administrativo, 
con carácter definitivo y que haya creado derechos particulares.

En esta forma, entonces, encontraron consagración legal los 
principios relativos a la revocación de los actos administrativos 
que habían sido establecidos para la jurisprudencia, de manera 
que si el acto no crea derechos a favor de particulares es revo-
cable libremente por la Administración; si el acto crea o declara 
derechos a favor de particulares, es irrevocable, y si la Adminis-
tración lo revoca, ese acto revocatorio es nulo, de nulidad abso-
luta. 

En cuanto a los actos viciados de nulidad absoluta, los mis-
mos no pueden surtir ningún efecto y pueden ser revisados en 



51

Régimen general del procedimiento administrativo en la Ley Orgánica  
de Procedimientos Administrativos de Venezuela de 1981

Allan R. Brewer-Carías

cualquier momento sin ninguna limitación, tal como lo esta-
blece el artículo 83, al decir que la Administración podrá, en 
cualquier momento, de oficio o a solicitud de parte, reconocer 
la nulidad absoluta de los actos dictados por ella. Por supuesto, 
la nulidad absoluta, que es uno de los capítulos centrales de la 
Ley, ahora es algo serio; ya no es el vicio que, sobre todo a nivel 
del foro, pueda continuar alegándose indistintamente ante cual-
quier irregularidad del acto administrativo. La nulidad abso-
luta, como vicio de los actos administrativos, está reducida en 
la Ley a cinco causas establecidas taxativa y expresamente en el 
artículo 19: 1. Cuando así esté expresamente determinado por 
una norma constitucional o legal; 2.	 Cuando resuelvan un caso 
precedentemente decidido con carácter definitivo y que haya 
creado derechos particulares, salvo autorización expresa de la 
Ley. 3. Cuando su contenido sea de imposible o ilegal ejecución, 
y; 4. Cuando hubieren sido dictados por autoridades manifies-
tamente incompetentes, o con prescindencia total y absoluta del 
procedimiento legalmente establecido. Así, en principio y salvo 
estos casos lógicos y racionales que son causales de la nulidad 
absoluta, las demás irregularidades o vicios son causas de anu-
labilidad y, por tanto, de nulidad relativa.

6.	 Los límites al poder discrecional

Por último, dentro de la consolidación del principio de la 
legalidad, la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos 
consagra expresamente, en su artículo 12, los límites al poder 
discrecional de la Administración16. El poder discrecional, sin 

16	 Véase sobre los poderes discrecionales y sus límites Allan R. Brewer-
Carías, “Los límites al poder discrecional de las autoridades administra-
tivas” en Ponencias Venezolanas al VII Congreso Internacional de Derecho 
Comparado, Caracas 1966, pp. 255-278 y en Revista de la Facultad de Derecho, 
UCAB, N° 2, Caracas 1966, pp. 9-35; Juan Carlos Balzán “Los límites a la 
discrecionalidad, la arbitrariedad y la razonabilidad de la Administra-
ción”, en Los requisitos y los vicios de los actos administrativos, V Jornadas Inter-
nacionales de Derecho Administrativo, FUNEDA, Caracas 2000, pp. 61-101;  
J. M. Hernández Ron, “La potestad discrecional y la teoría de la autolimi-
tación de los poderes”, en Revista del Colegio de Abogados del Distrito Fede-
ral, Nos. 30-31, Caracas 1942, pp. 5-9; J. M. Hernández Ron, “La potestad 
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la menor duda, es esencial para el desarrollo de la actividad 
administrativa, de manera que puede decirse que no habría 
posibilidad real y efectiva para la Administración de actuar 
en el campo de la vida económica y social, si no dispusiese 
de la libertad legal que le permita apreciar la oportunidad y 
la conveniencia de ciertas actuaciones y, por tanto, juzgando 
esta oportunidad y conveniencia, adoptar determinadas deci-
siones. Por ello, el poder discrecional es esencial para la Admi-
nistración. 

Pero así como es esencial para la Administración, sin 
duda, el poder discrecional es la primera fuente de arbitrarie-
dad administrativa. Por eso, la discrecionalidad, lo ha dicho la 
Jurisprudencia y lo ha trabajado la doctrina, no puede conver-
tirse en arbitrariedad, pero lamentablemente, ha sido muy fre-
cuente que ese límite se traspase y que la acción discrecional 
sea, en definitiva, una acción arbitraria. Por eso la discreciona-
lidad requiere de límites; y los mismos sólo habían sido deter-
minados por la Jurisprudencia. La Ley Orgánica, ahora, le da 
valor de derecho positivo a los principios relativos a la discre-
cionalidad y a los límites de la acción administrativa. El artí-
culo 12 de la Ley, en efecto, expresamente regula estos límites 
a la discrecionalidad al establecer que cuando una disposición 
legal o reglamentaria deje alguna medida o providencia a jui-
cio de la autoridad administrativa competente (y, ciertamente, 
ya la Jurisprudencia había reconocido que siempre que la ley 
deje alguna medida a juicio de la autoridad administrativa, 
hay poder discrecional), dicha medida, es decir, el acto que se 
adopte, debe mantener la debida proporcionalidad y la ade-
cuación con el supuesto de hecho y con los fines de la norma, y 
cumplir los trámites, requisitos y formalidades necesarias para 
su validez y eficacia. Este artículo 12, en relación al principio de 

administrativa discrecional”, en Revista del Colegio de Abogados del Distrito 
Federal, Nos. 35-36, Caracas 1943, pp. 7-11; Gabriel Ruán Santos, El Princi-
pio de Legalidad, la Discrecionalidad y las Medidas Administrativas, FUNEDA, 
Caracas, 1998.
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la legalidad, tiene una riqueza inmensa, sobre todo en cuanto a 
las posibilidades de controlar la acción administrativa.

A.	 La proporcionalidad

Por una parte establece que el acto discrecional debe man-
tener la debida proporcionalidad, lo cual configura uno de 
los límites que tradicionalmente la jurisprudencia exigía a la 
autoridad administrativa frente a la discrecionalidad. El acto 
discrecional no puede ser desproporcionado, porque la des-
proporción es arbitrariedad. Si una disposición establece, por 
ejemplo, que por la infracción de una norma se puede aplicar 
una sanción entre dos límites, máximo y mínimo, según la gra-
vedad de la falta a juicio de la autoridad administrativa, dentro 
de su libre apreciación de la situación, la Administración no 
puede ser arbitraria y aplicar medidas desproporcionadas. La 
decisión que tome tiene que ser proporcional al supuesto de 
hecho.

Por supuesto, la proporcionalidad, como límite a la discre-
cionalidad, no sólo rige respecto de la aplicación de sanciones, 
sino, en general, respecto de toda medida discrecional que 
adopte la Administración.

B.	 La adecuación a la situación de hecho

Pero además, la ley establece en ese mismo artículo 12, 
como otro límite a la discrecionalidad, que el acto debe tener 
adecuación con los supuestos de hecho que constituyen su 
causa. Es decir, el acto debe ser racional, justo y equitativo en 
relación a sus motivos.

Ahora bien, ¿qué alcance tiene esta exigencia de que el 
acto discrecional debe mantener adecuación con sus supues-
tos hechos? En primer lugar, todo acto administrativo debe 
tener una causa o motivo, identificado, precisamente, en los 
supuestos de hecho. Por tanto, la causa es un elemento esen-
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cial del acto; no puede haber acto administrativo sin causa y 
sin supuesto de hecho. En segundo lugar, que debe haber ade-
cuación entre lo decidido y el supuesto de hecho y para que 
ello sea cierto, es necesario que ese supuesto de hecho haya 
sido comprobado, estando la Administración, obligada a pro-
barlo. El acto, por tanto, no puede estar basado simplemente en 
la apreciación arbitraria de un funcionario. No basta señalar, 
por ejemplo, que una fábrica contamina para ordenar cerrarla. 
Si el funcionario considera que una instalación industrial es 
contaminante tiene que probar que contamina y debe hacer 
constar en el expediente cuáles son los efectos contaminantes. 
Esto implica que la carga de la prueba en la actividad adminis-
trativa, recae sobre la Administración, como principio general 
muy importante.

Pero además de probar los hechos o la causa del acto, la 
Administración debe hacer una adecuada calificación de los 
supuestos de hecho. Si en el mismo ejemplo, lo que la fábrica 
expele es un humo no tóxico, por más que el humo salga a 
la atmósfera, ello no es suficiente para decir que contamina y 
cerrar la industria. Podría sí, ser el motivo para imponer el uso 
de filtros adicionales, por ejemplo, pero no puede ser motivo 
para tomar la medida que se quiera. Por tanto, no sólo se 
requiere la prueba de los supuestos de hecho, sino la adecuada 
calificación de los mismos. En estos elementos está, quizás el 
área más rica de vicios del acto administrativo: el vicio en la 
causa, en la comprobación de los hechos, en la calificación de 
los hechos, e inclusive, en la propia existencia del supuesto de 
hecho. Todo el falso supuesto del derecho procesal encuentra 
aquí su asidero fundamental en materia de derecho adminis-
trativo. Es decir, los actos no pueden partir de falsos supuestos, 
sino que deben partir de supuestos probados, comprobados y 
adecuadamente calificados.

Por otra parte, la Administración no puede tergiversar los 
hechos, que tampoco es infrecuente, sino que debe darle el 
tratamiento racional a los hechos comprobados técnicamente. 
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Esto también abre toda una serie de límites derivados de la 
racionalidad, de la justicia y de la equidad en el tratamiento de 
los procedimientos.

C.	 La finalidad

El artículo 12, además, exige que el acto discrecional tenga 
adecuación con los fines de la norma que prevé su emisión 
por el funcionario. Con esto se consagra legalmente el princi-
pio de la necesaria adecuación a la finalidad legal de los actos 
administrativos, de manera que el funcionario, al dictarlos, no 
puede desviar esos fines, y perseguir fines distintos a los pre-
vistos en la norma, así sean ellos plausibles desde el ángulo 
del servicio público. La no adecuación a los fines previstos en 
la norma, da origen al conocido vicio de desviación de poder, 
previsto expresamente en el artículo 259 de la Constitución.

D.	 La formalidad

Otro límite al acto discrecional, de acuerdo a la última 
parte de ese artículo 12, es que debe cumplir los trámites, 
requisitos y formalidades necesarios para su validez y eficacia. 
Por tanto, el acto discrecional no puede nunca ser arbitrario en 
sus formas; debe cumplir las formalidades previstas en la Ley.

E.	 La igualdad

Además, el acto por más discrecional que pueda ser, no 
puede ser atentatorio del principio de la igualdad, que es un 
principio constitucional (art. 21). Por tanto, si en un supuesto de 
hecho se aplicó una medida a un particular, en otro supuesto 
de hecho igual debe aplicarse igual medida al otro particular. 
Por tanto, no es libre la Administración de sancionar, como le 
venga en gana, a los particulares, de acuerdo a su apreciación 
aislada, en cada caso, sino que debe respetar el principio de la 
igualdad, de la imparcialidad, frente a las situaciones jurídicas 
de los particulares, encontrando la imparcialidad asidero en 
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el artículo 30 de la Ley, y encontrando sanción en el principio 
de la no distorsión de los procedimientos para perjudicar a los 
particulares, previsto en el propio artículo 3 de la Ley, en cone-
xión con el artículo 100.

IV. Las exigencias de la racionalidad  
de la acción administrativa

El tercer aspecto relativo al alcance de la Ley Orgánica, 
además de su ámbito de aplicación y de la consolidación del 
principio de la legalidad, es el relativo a las exigencias de racio-
nalización administrativa que plantea, tanto a la Administra-
ción como a los particulares; lo cual se ha complementado 
con las previsiones de la Ley sobre Simplificación de Trámites 
Administrativos dictada en 1999 y reformada en 2008 17.

Ahora, en cuanto a las regulaciones contenidas en la Ley 
Orgánica, las exigencias de racionalidad administrativa se 
plantean en cuatro aspectos distintos: en la racionalización 
administrativa, en la información descendente, en el trata-
miento del procesamiento y en la organización administrativa.

1.	 La racionalización administrativa

En primer lugar, la ley prevé principios tendientes a lograr 
una racionalización administrativa. El artículo 32, por ejemplo, 
señala la necesidad de la uniformidad de documentos y expe-
dientes administrativos, al exigir que deben ser uniformes, de 
modo que cada serie o tipo de ellos obedezca a iguales caracte-
rísticas. Esto impone un enorme esfuerzo administrativo, por 
uniformizar los documentos administrativos y expedientes, en 
todo el territorio nacional y en relación a los diversos órganos 
administrativos. Lo que sí parece evidente es que no puede, 

17	 Ley Orgánica de Simplificación de Trámites Administrativos (Decreto N° 
6.265), Gaceta Oficial, N° 5.891 Extraordinario de 31-07-2008.
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cada organismo, por su lado, empezar a inventar documentos 
y expedientes uniformes. 

2.	 La información descendente

Pero además de las normas de racionalización adminis-
trativa hay otras también vinculadas a la racionalidad de la 
Administración, como las relativas al establecimiento de  
un sistema de información administrativa descendente, parti-
cularmente a partir de la consagración en la Constitución de 
1999 del derecho ciudadano a la información administrativa 
(art. 143) 18.

En todo caso, la Ley Orgánica impone a la Administración, 
en el artículo 33, la obligación de informar a los particulares, a 
cuyo efecto debe preparar y publicar en la Gaceta Oficial, Regla-
mentos e instrucciones referentes a estructuras, funciones, 
comunicaciones y jerarquías de las dependencias. Asimismo, 
en todas las oficinas al servicio del público, se le debe informar, 
por los medios más adecuados, sobre los fines, competencia y 
funcionamiento de sus distintos órganos y servicios.

Se impone, aquí, una obligación a la Administración de 
informar. Pero en este campo se nos plantea el mismo pro-
blema comentado. Si cada organismo comienza a elaborar 
por su cuenta estos Reglamentos e instrucciones referentes a 

18	 Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre la 
actividad interna de la administración y sus formalidades”, en Revista de 
Derecho Público, N° 21, Caracas 1985, pp. 39-43; Allan R. Brewer-Carías, 
“El derecho administrativo y la participación de los administrados en las 
tareas administrativas”, en Revista de Derecho Público, N° 22, Caracas 1985, 
pp. 5-32; Andrés Álvarez Iragorry, “El derecho de acceso al expediente 
administrativo (artículo 59 de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi-
nistrativos. Problemas que plantea: Particular referencia a su influencia 
a la Ley Orgánica de la Administración Central”, en Revista de la Funda-
ción Procuraduría General de la República, Caracas 1991, pp. 183-240; Alberto 
Blanco Uribe, “El derecho a la información y el acceso a los documen-
tos administrativos”, en Revista de Derecho Público, N° 48, Caracas 1991,  
pp. 47-50.
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estructuras, funciones, comunicaciones y jerarquías, el pano-
rama va a complicarse en vez de simplificarse. Aquí también 
debe uniformizarse la información descendente.

Incluso, se dictó el Reglamento parcial de la Ley Orgánica 
sobre servicios de información al público y sobre recepción y 
entrega de documentos (G.O. N° 36.199 de 6-5-97).

Pero la Ley, no sólo impone la obligación a la Administra-
ción de información al público sobre los fines, competencia y 
funcionamiento de los distintos órganos, sino que al consagrar 
esta obligación de la Administración, establece un derecho del 
administrado, a ser informado de lo que cada organismo rea-
liza.

Este derecho del particular ha buscado cambiar el sistema 
tradicional de inseguridad que a veces coloca al particular en 
la posición de seguir un procedimiento a través de un sistema 
de prueba y error, encontrándose, en cada trámite, que le falta 
un requisito, que aparece en la actuación siguiente, haciendo 
interminable el procedimiento, y nugatorio su derecho. La 
Ley sobre Simplificación de Trámites Administrativos de 1999, 
reformada en 2008, en este sentido, es un avance notable que 
debe destacarse.

3.	 El tratamiento del procedimiento

A.	 La unidad del expediente

La Ley Orgánica, además, plantea exigencias de racio-
nalidad en el tratamiento del procedimiento administrativo, 
y particularmente al establecer el principio de la unidad del 
expediente. El artículo 31, en efecto, establece que de todo 
asunto debe formarse un expediente y se mantendrá la uni-
dad de éste y de la decisión respectiva, así intervengan en él 
diversos Ministerios e Institutos. Ya no se trata, simplemente, 
de la costumbre que normalmente es impuesta por funciona-
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rios subalternos con buen criterio, de poner en una carpeta los 
escritos que más o menos se refieren a un asunto sino que se 
trata de una tarea de racionalización derivada, derivada, de 
una exigencia legal, de que haya una unidad del expediente 
para que exista unidad de la decisión.

Esta exigencia de la unidad del expediente se ratifica en 
el artículo 51 de la Ley Orgánica, que exige que al presentarse 
una petición o solicitud a la Administración, se abra un expe-
diente administrativo, en el cual se deben incorporar todos los 
documentos, informes o recaudos relacionados con el asunto.

La unidad del expediente, tiene una enorme importancia, 
pues la Administración no podrá llevar, como sucede con fre-
cuencia, dos o más expedientes sobre un asunto, ubicando en 
uno de ellos los recaudos que considere que pueden ser vistos 
por el particular, y ocultando otros que puedan favorecer la 
petición del interesado. Para que tenga sentido y efectividad 
el derecho de los administrados de tener acceso al expediente 
y que regula la Ley Orgánica expresamente en su artículo 59, 
la unidad del expediente es la garantía de ese derecho y del 
derecho a la defensa.

B.	 El Registro de presentación de documentos

Por otra parte, en este mismo campo del tratamiento racio-
nal del procedimiento, la Ley exige la creación de registros de 
presentación de documentos en la Administración. Incluso, se 
dictó el Reglamento parcial de la Ley Orgánica sobre recepción 
y entrega de documentos (Gaceta Oficial N° 36199 de 6-5-97). 
El articulo 44 de la Ley impone, como obligación, a todos los 
organismos públicos, el llevar un registro de presentación de 
documentos, en el cual se deje constancia de todos los escritos, 
peticiones y recursos que se presenten por los administrados, 
así como las comunicaciones que puedan dirigir otras autori-
dades, y remite la organización y funcionamiento del registro, 
a un Reglamento.
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Este Registro tiene una enorme importancia, pues cambia 
el sistema tradicional de receptoría de correspondencia que se 
había llevado en los organismos públicos, y que a veces había 
estado a cargo de funcionarios sin adecuada calificación y cuya 
función se limitaba, simplemente, a poner un sello de recibo. 

Conforme a la Ley, es necesario que el registro esté a cargo 
de un funcionario, inclusive de nivel profesional, pues de 
acuerdo al artículo 46 del texto, no sólo debe darse constancia 
de recibo de todo lo presentado, con indicación del número de 
registro que corresponda, sino que además, el funcionario debe 
advertir al presentante las omisiones que tiene en su petición 
o solicitud. Debe insistirse en que el funcionario está obligado 
a advertir las omisiones de documentos, para que sean subsa-
nadas por los particulares, lo cual no sólo es una potestad, y al 
realizar esta advertencia a los interesados de las omisiones y 
de las irregularidades que observen, no puede negarse a reci-
bir la solicitud.

Por otra parte, el número y orden de recibo tiene otra con-
secuencia, y es la necesidad de que la Administración respete 
dicho orden de las peticiones en la resolución de los procedi-
mientos que se deriven. El artículo 34 de la Ley señala expresa-
mente que en el despacho de todos los asuntos, se debe respetar 
rigurosamente el orden en que éstos fueron presentados, con lo 
cual el Registro tiene el efecto de indicar el orden para la reso-
lución de los problemas; y sólo por razones de interés público y 
mediante una decisión motivada que debe constar en el expe-
diente, puede el Jefe de la Oficina modificar el orden.

Ahora bien, la organización y funcionamiento del regis-
tro de recepción de documentos, conforme a la exigencia del 
artículo 44 de la Ley, debía establecerse en un reglamento, y 
a tal efecto, mediante Decreto Nº 1.364 de 30-12-81, se dictó 
el Reglamento del Registro de Presentación de Documentos 
(Gaceta Oficial N° 32.385 de 4-1-82).
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C.	 La producción de documentos en serie

En materia de procedimiento, otras normas tienen relación 
con la racionalidad administrativa, y entre ellas las que permi-
ten, por ejemplo, las decisiones en serie, en aquellos casos en 
los cuales la tramitación de asuntos lo justifique. Así, el artí-
culo 35 autoriza a la Administración a utilizar procedimientos 
expeditos, o medios de producción en serie de actuaciones que 
sean repetidas o iguales, respetándose las garantías jurídicas 
de los particulares.

En esta misma producción en serie de actos, respetando las 
garantías de los particulares, se insiste en el artículo 36 cuando 
se señala que la obligación de inhibirse del funcionamiento 
no se puede exigir cuando se trata de expedición de certifica-
dos adoptados en serie o conforme a modelos, de manera que 
resulte en extremo difícil advertir la existencia de una causal 
de inhibición.

D.	 La presentación de documentos por correo

Otra norma que ha tenido repercusiones en relación al tra-
tamiento del procedimiento se refiere a la posibilidad de que los 
documentos se consideren que han sido presentados en tiempo 
útil, cuando hay lapsos para ello, si son remitidos por correo al 
órgano competente de la Administración. Esto va a repercutir, 
sin duda, en el correo. El Ministerio de Transporte y Comuni-
caciones, (actualmente, el Ministerio de Infraestructura), dice 
el artículo 43, debe dictar una reglamentación pertinente para 
la tramitación de estas documentaciones, y por supuesto, de 
nuevo, las receptorías de correspondencia de los despachos eje-
cutivos, tienen que amoldar sus métodos de acción, de manera 
de poder determinar cuándo una de las documentaciones que 
viene por correo es un documento que debe ir a un expediente 
o cumplir un trámite determinado.
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4.	 La determinación de competencias en la estructura 
jerárquica

Por último, también dentro de estas exigencias de racio-
nalidad administrativa, la Ley exige que se determinen, con 
precisión, las competencias, y las funciones de los diversos fun-
cionarios en la estructura jerárquica, a los efectos de la determi-
nación de responsabilidades. Señalábamos anteriormente que 
la Ley es un texto que busca un balance entre poderes admi-
nistrativos y derechos de los particulares, inclinándose hacia 
éstos. Establece muchos derechos de los administrados, cuyos 
correlativos son las responsabilidades de los funcionarios por 
omisión, retardo, o distorsión en los procedimientos. Para apli-
car las sanciones previstas en el artículos 100 y siguiente de la 
Ley, resulta necesaria la determinación previa de la responsa-
bilidad, lo que exige una acción también de racionalización en 
la organización administrativa.

Hasta ahora, la responsabilidad administrativa, en gene-
ral, está muy diluida, pues en realidad, muchas personas 
intervienen en los procedimientos y, en definitiva, no se sabe 
a quién corresponde. Sin embargo, ahora la Ley establece un 
sistema de responsabilidades y de sanciones, con lo cual habrá 
de determinarse con precisión la responsabilidad; y esto va a 
exigir, de nuevo, una tarea amplia de racionalización en cada 
Ministerio.

Para ello, las delegaciones tienen que ser hechas en forma 
precisa, de manera que si hay delegación de atribuciones ante 
los Directores Generales, se diga exactamente cuál es el ámbito 
delegado para saber quién es el responsable, el Ministro o el 
Director General. En las delegaciones de firma debe suceder lo 
mismo: si es a niveles inferiores deberá precisarse con exacti-
tud la delegación de la firma, para saber cuál es el ámbito de la 
responsabilidad compartida.
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Debe que darle mayor importancia de la que se le ha dado 
a los Reglamentos Internos de los Ministerios, pues es en ellos 
donde se determina la responsabilidad del funcionario. No hay 
que olvidar que es precisamente en estos Reglamentos Inter-
nos donde debe determinarse qué es lo que corresponde a cada 
oficina, a cada unidad, a cada sección, a cada departamento, y 
hasta dónde llega la responsabilidad de cada funcionario. Sin 
esa precisión de responsabilidad se corre el riesgo cierto de 
que resulten responsables quienes no lo son, y no respondan 
quienes realmente deben ser los responsables administrativos 
por determinadas actuaciones. Esto va a exigir, por tanto, toda 
una reformulación administrativa que se enmarca dentro de lo 
que se ha denominado la reforma estructural de la Adminis-
tración.

V. Los principios del procedimiento administrativo  
en la Ley Orgánica

De acuerdo con el artículo 141 de la Constitución, la Admi-
nistración Pública se fundamenta en “los principios de honesti-
dad, participación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, 
rendición de cuentas y responsabilidad en el ejercicio de la 
función pública, con sometimiento pleno a la ley y al derecho”.

Estos principios los repite el artículo 10 de la LOAP al pre-
cisar que la actividad de la Administración Pública se desa-
rrollará con base en “los principios de economía, celeridad, 
simplicidad, rendición de cuentas, eficacia, proporcionalidad, 
oportunidad, objetividad, imparcialidad, participación, hones-
tidad, accesibilidad, uniformidad, modernidad, transparencia, 
buena fe, paralelismo de la forma y responsabilidad en el ejer-
cicio de la misma, con sometimiento pleno a la ley y al derecho, 
y con supresión de las formalidades no esenciales.” De esta 
enumeración de principios, se eliminó la previsión que tenía el 
artículo 12 de la LOAP de 2001, en relación con la necesidad de 
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que la actividad administrativa se efectúe “dentro de paráme-
tros de racionalidad técnica y jurídica”.

En cuanto a la Ley de Simplificación de Trámites Admi-
nistrativos, la misma enumera en su artículo 5 los siguientes 
principios conforme a los cuales se deben elaborar los planes 
de simplificación: La presunción de buena fe del ciudadano; la 
simplicidad, transparencia, celeridad y eficacia de la actividad 
de la Administración Pública; la actividad de la Administra-
ción Pública al servicio de los ciudadanos; y la desconcen-
tración en la toma de decisiones por parte de los órganos de 
dirección.

En cuanto a la LOPA, en el artículo 30 se enumeraron los 
siguientes principios del procedimiento administrativo: “prin-
cipios de economía, eficacia, celeridad e imparcialidad” 19.

1.	 El principio de la imparcialidad

En efecto, dentro de los principios generales que rigen el 
procedimiento administrativo está el principio de la imparcia-
lidad, derivado del principio de igualdad y no discriminación 
de los administrados, conforme al cual, la Administración, en 
el curso del procedimiento y al decidirlo, no debe tomar par-

19	 Véase en general, Allan R. Brewer-Carias, Principios del procedimiento 
administrativo, Prólogo de Eduardo García de Enterría, Editorial Civitas, 
Madrid 1990; “Principios del Procedimiento Administrativo en España y 
América Latina,” en 200 Años del Colegio de Abogados, Libro Homenaje, Tomo 
I, Colegio de Abogados del Distrito Federal, Avila Arte/Impresores, Cara-
cas 1990, pp. 255 -435; Les principes de la procédure administrative non conten-
tieuse. Études de Droit Comparé (France, Espagne, Amérique Latine), Prólogo 
de Frank Moderne, Editorial Economica, París 1992; también publicado en 
Etudes de droit public comparé, Académie International de Droit Comparé, 
Ed. Bruylant, Bruxelles 2001, pp. 161-274 ; y Principios del Procedimiento en 
América Latina, Universidad del Rosario, Editorial Legis, Bogotá 2003; 
Allan R. Brewer-Carías, “Principios del Procedimiento Administrativo. 
Hacia un estándar continental,” en Christian Steiner (Ed), Procedimiento 
y Justicia Administrativa en América Latina, Konrad Adenauer Stiftung,  
F. Konrad Adenauer, México 2009, pp. 163-199.
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tido, ni inclinar la balanza o beneficiar ilegítimamente a una 
parte en perjuicio de otra, sino que debe tomar su decisión úni-
camente conforme al ordenamiento jurídico y con la finalidad 
de interés general que la motiva.

Este principio regulado el Artículo 30 de la LOPA, exige a 
la Administración tratar en igual forma a todos los particula-
res y no puede establecer ningún tipo de discriminación res-
pecto de ellos, ni parcializarse por ninguna posición y debe 
mantener siempre una posición imparcial. Esto trae dos con-
secuencias concretas en la Ley. Por una parte, la obligación de 
respetar el orden que establece el Artículo 34 para la decisión 
de los asuntos. Ya hemos visto que cuando se introduce una 
solicitud, debe haber un registro numerado conforme al Artí-
culo 47, y en consecuencia, de acuerdo al Artículo 34, el despa-
cho de los asuntos debe hacerse respetándose rigurosamente 
él orden en que fueron presentados. Sólo si hay razones de 
interés público y si se motivan estas razones mediante resolu-
ción expresa, puede el Jefe de la Oficina respectiva modificar 
el orden, dejando constancia en el expediente de los motivos.

2.	 El principio de economía

Otro principio general del procedimiento administrativo 
previsto en la LOPA es el principio de la economía procesal. En 
efecto, en general, debe considerarse que los procedimientos 
se establecen para resolver los asuntos, y no para dilatarlos. 
Lamentablemente, la distorsión que ha sufrido el procedi-
miento civil, en muchos casos llevó a considerar al procedi-
miento civil como un instrumento de dilación y no como un 
instrumento de solución de problemas. En muchos casos ha 
habido una justicia eterna, de larga duración, comandada, a 
veces, por jueces que olvidan que su misión fundamental es 
decidir el fondo de los asuntos, y que consideran, al contra-
rio, que el procedimiento civil sirve para no decidir. Lamenta-
blemente esto ha ocurrido con frecuencia en el procedimiento 
civil, quedando de lado el principio de la economía procesal, 
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que exige, al contrario, decisiones en el tiempo más corto posi-
ble.

La LOPA, al contrario, puede decirse que, afortunadamente, 
está imbuida por el principio de la economía procedimental, es 
decir, por la necesidad de que se decida administrativamente 
con celeridad y economizando lapsos. Por tanto, si la Ley pres-
cribe formas, es para que se manifieste adecuadamente la 
voluntad de la Administración, es decir, para que se dicte un 
acto y no para dilatar las decisiones.

3.	 El principio de celeridad

Vinculado con el principio de oficialidad y también for-
mulado en forma expresa en la LOPA, está el principio de la 
celeridad, que implica que si el procedimiento es un asunto de 
la Administración, es decir, si la Administración es la respon-
sable del procedimiento, el principio consecuencial establecido 
en garantía de los particulares, es que debe ser desarrollado 
con la mayor rapidez y celeridad posible. Ello implica, las pre-
visiones sobre actuación de oficio, regulación de plazos y tér-
minos y todo el régimen de simplicidad en los trámites.

4.	 El principio de la simplicidad y derechos  
de las personas

El artículo 12 de la LOAP dispone que la simplificación de 
los trámites administrativos así como la supresión de los que 
fueren innecesarios será tarea permanente de los órganos y 
entes de la Administración Pública (se excluye las misiones), 
así como la supresión de los que fueren innecesarios, todo de 
conformidad con los principios y normas que establezca la 
ley correspondiente. Dicha Ley es la Ley de Simplificación de 
Trámites Administrativos de 2008, la cual sin embargo, sólo 
se aplica a los “órganos y entes” de la Administración Pública 
Nacional, Estadal y Municipal (art. 2), con lo que quedan 
excluidas las “misiones.” Dicha Ley, se destina específicamente 
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a desarrollar, en detalle, este principio de la simplificación con 
el objeto de racionalizar las tramitaciones que realizan las per-
sonas ante la Administración Pública; mejorar su eficiencia, 
pertinencia y utilidad, a fin de lograr mayor celeridad y fun-
cionalidad en las mismas; reducir los gastos operativos; obte-
ner ahorros presupuestarios; cubrir insuficiencias de carácter 
fiscal y mejorar las relaciones de la Administración Pública con 
los ciudadanos

En todo caso, estando la Administración Pública al servi-
cio de los ciudadanos y, en general, de las personas (particula-
res o administrados), el artículo 6 de la LOAP exige que debe 
desarrollar su actividad y organizarse de manera que las per-
sonas puedan:

“1.	Resolver sus asuntos, ser auxiliadas en la redacción 
formal de documentos administrativos, y recibir infor-
mación de su interés por cualquier medio escrito, oral, 
telefónico, electrónico e informático;

2.		 Presentar reclamaciones sobre el funcionamiento de la 
Administración Pública (se entiende, sin el carácter de 
recursos administrativos);

3.		 Acceder fácilmente a información actualizada sobre el 
esquema de organización de los órganos y entes de la 
Administración Pública, así como a guías informativas 
sobre los procedimientos administrativos, servicios y 
prestaciones que ellos ofrecen”.

Además, en el artículo 22 de la LOAP, se dispone como 
principio que la organización de la Administración Pública 
debe procurar la simplicidad institucional y la transparencia 
en su estructura organizativa, asignación de competencias, 
adscripciones administrativas y relaciones inter-orgánicas. La 
estructura organizativa, además, debe prever la comprensión, 
acceso, cercanía y participación de las personas de manera que 
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les permitan resolver sus asuntos, ser auxiliados y recibir la 
información que requieran por cualquier medio.

5.	 El principio de la buena fe

El principio de la buena fe se ha establecido en los dos sen-
tidos necesarios en las relaciones entre la Administración y 
el ciudadano: en primer lugar, como presunción de parte del 
ciudadano en la Ley de Simplificación de Trámites Adminis-
trativos (art. 5, “La presunción de buena fe del ciudadano”) lo 
que implica, por ejemplo, que “en todas las actuaciones que se 
realicen ante la Administración Pública, se tomará como cierta 
la declaración de las personas interesadas, salvo prueba en 
contrario”(art. 23); y en segundo lugar, que la Administración, 
en sí misma, debe actuar conforme al principio de la buena fe, 
tal como se precisa en el artículo 10 de la LOAP.

6.	 El principio de la información general (internet)

A fin de dar cumplimiento a los principios establecidos en 
la LOAP, ésta dispone (art. 11 LOAP) que los órganos y entes 
de la Administración Pública (no las misiones) deberán utilizar 
las nuevas tecnologías que desarrolle la ciencia, tales como los 
medios electrónicos o informáticos y telemáticos, para su orga-
nización, funcionamiento y relación con las personas. 

En tal sentido, por disposición expresa de la Ley Orgá-
nica, cada órgano y ente de la Administración Pública (no las 
misiones) debe establecer y mantener una página en internet, 
que debe contener, entre otra, la información que se considere 
relevante, los datos correspondientes a su misión, organiza-
ción, procedimientos, normativa que lo regula, servicios que 
presta, documentos de interés para las personas, ubicación de 
sus dependencias e información de contactos (art. 11 LOAP). 
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7.	 El principio de la publicidad de los actos generales

Todos los reglamentos, resoluciones y actos administrati-
vos de carácter general dictados por los órganos y entes de la 
Administración Pública (no las misiones) deberán ser publica-
dos, sin excepción, en la Gaceta Oficial de la República o, según 
el caso, en el medio de publicación oficial del Estado, Distrito 
metropolitano o Municipio correspondiente (art. 12 LOAP). La 
norma recoge el principio general del comienzo de la eficacia 
de los actos administrativos de efectos generales (normativos) 
o de carácter general (destinados a varios sujetos de derecho), 
sujetándolo a la publicación en la Gaceta Oficial. 

El artículo 13 LOAP, sin embargo, además de referirse a 
los reglamentos (siempre de carácter normativo) y a los actos 
administrativos de carácter general, menciona a las “resolu-
ciones”. Estas, conforme a la Ley Orgánica de Procedimien-
tos Administrativos (art. 16) son los actos administrativos que 
emanan de los Ministros del Ejecutivo Nacional, por lo que las 
mismas, sean o no de efectos generales o de carácter general, 
deben publicarse en la Gaceta Oficial.

En cuanto a los Estados, Distritos Metropolitanos y Muni-
cipios, los actos de los mismos de orden normativo o de carác-
ter general, también deben publicarse en la correspondiente 
“publicación oficial” de las entidades respectivas.

8.	 El principio de la sujeción a los planes, metas  
y objetivos y a la planificación centralizada

Los órganos y entes de la Administración Pública (no las 
misiones), en su funcionamiento, deben sujetarse a las polí-
ticas, estrategias, metas y objetivos que se establezcan en los 
respectivos planes estratégicos, compromisos de gestión y 
lineamientos dictados conforme a la planificación centralizada 
(art. 18 LOAP). Igualmente, comprenderá el seguimiento de las 
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actividades, así como la evaluación y control del desempeño 
institucional y de los resultados alcanzados.

En particular, la actividad de las unidades administrativas 
de apoyo técnico y logístico se debe adaptar a la de las unida-
des administrativas sustantivas de los órganos y entes de la 
Administración Pública (art. 19).

9.	 El principio de la eficacia

La actividad de los órganos y entes de la Administración 
Pública debe perseguir el cumplimiento eficaz de los objetivos 
y metas fijados en las normas, planes y compromisos de ges-
tión, bajo la orientación de las políticas y estrategias estableci-
das por el Presidente de la República, la Comisión Central de 
Planificación, por el gobernador, y el alcalde según el caso (art. 
19 LOAP).

En todo caso, el funcionamiento de los órganos y entes de 
la Administración Pública, debe comprender el seguimiento 
de las actividades, así como la evaluación y control del des-
empeño institucional y de los resultados alcanzados (art. 18 
LOAP). 

10.	El principio de la adecuación de los medios 
financieros a los fines

La asignación de recursos a los órganos, entes de la Admi-
nistración Pública y demás formas de organización que uti-
licen recursos públicos se deben ajustar estrictamente a los 
requerimientos de su organización y funcionamiento para el 
logro de sus metas y objetivos, con uso racional de los recursos 
humanos, materiales y presupuestarios (art. 20 LOAP).

Los órganos y entes de la Administración Pública (no las 
misiones) además, deben procurar que sus unidades de apoyo 
administrativo no consuman un porcentaje del presupuesto 



71

Régimen general del procedimiento administrativo en la Ley Orgánica  
de Procedimientos Administrativos de Venezuela de 1981

Allan R. Brewer-Carías

destinado al sector correspondiente mayor que el estricta-
mente necesario. A tales fines, los titulares de la potestad orga-
nizativa de los órganos y entes de la Administración Pública, 
previo estudio económico y con base en los índices que fue-
ren más eficaces de acuerdo al sector correspondiente, deben 
determinar los porcentajes mínimos de gasto permitido en 
unidades de apoyo administrativo (art. 20 LOAP).

Por otra parte, conforme al artículo 21 de la LOAP la 
dimensión y la estructura organizativa de los órganos y entes 
de la Administración Pública deben ser proporcionales y con-
sistentes con los fines y propósitos que les han sido asigna-
dos. Las formas organizativas que adopte la Administración 
Pública deben ser suficientes para el cumplimiento de sus 
metas y objetivos y deben propender a la utilización racional 
de los recursos públicos.

Excepcionalmente, y sólo en el caso que se requiera la con-
tratación de determinados profesionales especialistas para 
actividades eventuales y transitorias, los órganos y entes de la 
Administración Pública (no las misiones) podrán incorporar 
asesores cuya remuneración se debe establecer por vía contrac-
tual con base en honorarios profesionales u otras modalidades 
fijadas de conformidad con la ley (art. 21 LOAP). 

11.	El principio de la privatización y gestión comunal

En los casos en que las actividades de los órganos y entes 
de la Administración Pública (no las misiones), en ejercicio de 
potestades públicas que por su naturaleza lo permitan, fueren 
más económicas y eficientes mediante la gestión de los Conse-
jos Comunales y demás formas de organización comunitaria o 
del sector privado, dichas actividades podrán ser transferidas 
a éstos, de conformidad con la ley, reservándose la Adminis-
tración Pública la supervisión, evaluación y control del des-
empeño y de los resultados de la gestión transferida (art. 20 
LOAP).
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12.	El principio de coordinación

Conforme al artículo 23 de la LOAP, las actividades que 
desarrollen los órganos y entes de la Administración Pública 
deben efectuarse de manera coordinada y estar orientadas al 
logro de los fines y objetivos del Estado, con base en los linea-
mientos dictados conforme a la planificación centralizada.

13.	El principio de cooperación

Conforme al principio del artículo 136 de la Constitución, 
los órganos y entes de la Administración Pública (no las misio-
nes) deben colaborar entre sí y con las otras ramas de los Pode-
res Públicos en la realización de los fines del Estado (art. 24).

14.	El principio de lealtad institucional

Dispone el artículo 25 de la LOAP que los órganos y entes 
de la Administración Pública (no las misiones) deben actuar y 
relacionarse de acuerdo con el principio de lealtad institucio-
nal y, en consecuencia, deben:

“1.	Respetar el ejercicio legítimo de las respectivas compe-
tencias.

2.	 Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la 
totalidad de los intereses públicos implicados. 

3.	 Facilitar la información que le sea solicitada sobre la 
actividad que desarrollen en el ejercicio de sus compe-
tencias. 

4.	 Prestar la cooperación y asistencia activa que puedan 
serles requeridas en el ámbito de sus competencias”.
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Conclusión

De todas las previsiones antes analizadas, es indudable que 
la ley Orgánica de Procedimientos Administrativos de 1982 
constituyó en Venezuela, el punto de partida para el desarrollo 
del derecho administrativo contemporáneo, cambiando total-
mente la situación tradicional de las relaciones entre Adminis-
tración y los administrados. 

Hasta ese momento, el balance de esas relaciones había 
estado a favor de la Administración. Casi todos los poderes, 
potestades y derechos habían estado en manos de la Admi-
nistración, con muy pocos deberes y obligaciones frente al 
particular; y el administrado, lo que había encontrado normal-
mente ante la Administración, eran sólo situaciones de deber, 
de sujeción, de subordinación, sin tener realmente derechos, 
ni tener mecanismos para exigir la garantía de su derecho. Por 
ello, decimos que el balance había estado a favor de la Admi-
nistración en forma tradicional. 

La Ley cambió el balance, y a partir de su vigencia no 
se trata ya de una situación de poderes administrativos y de 
ausencia de derechos de los particulares, sino que la Ley esta-
blece claramente, un equilibrio entre poderes de la Adminis-
tración y derechos de los particulares, que se garantizan. Ello, 
por otra parte, es la esencia del principio de la legalidad y de 
las regulaciones jurídicas sobre la Administración: el equili-
brio que tiene que existir entre poderes y prerrogativas admi-
nistrativas y derechos de los particulares.

Al cambiar totalmente el balance entre esos dos extremos 
y establecer un equilibrio, la Ley planteó necesariamente un 
cambio de actitud en la forma y método del actuar de la Admi-
nistración. Ya no podía ser la Administración prepotente que 
concedía dádivas o favores al particular, quien por su parte, no 
tenía derechos, ni cómo reclamarlos y era aplastado y a veces 
vejado por la Administración. Esto sin duda cambió, y con ello, 
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surgió la necesidad de un cambio de actitud y de mentalidad. 
El administrado ya no era un particular indefenso frente a la 
Administración sino que en las relaciones jurídicas con ella, 
ahora aparecía bien armado con muchos derechos legales y 
con muchos mecanismos jurídicos para garantizar esos dere-
chos y controlar cualquier actitud que significase la desmejora 
de esas garantías.

Por ello, la Ley Orgánica, produjo un impacto fenomenal 
en el funcionamiento de la Administración Pública, similar a 
una revolución administrativa, buscando transformar el des-
orden y dispersión regulatorio anterior relativo a la actividad 
administrativa, y convertirlo en un formalismo procedimental 
positivizado, en el cual comenzaron a encajar los administra-
dos, en una situación colmada de garantías y derechos. 


